
En relación a la preguntas escrita 9-17/PES-00177, presentada por el Ilmo. Sr. D. Alberto Catalán Higueras, del Grupo Parlamentario Unión del Pueblo Navarro, la Consejera de Educación del Gobierno de Navarra informa:

Como ya se respondió y argumentó al Defensor del Pueblo en su momento, este Departamento está obligado a seguir la regulación existente y relativa al caso tal y como ha sido interpretada por su Secretaría General Técnica.
1.- Por lo que respecta al punto sobre el proceso de escolarización del alumnado en los centros educativos públicos y privados concertados, se regula en la práctica por parte del Departamento de Educación conjugando la normativa del Estado en cuanto al establecimiento y definición de la aplicación de los llamados criterios prioritarios de escolarización, y la normativa del Gobierno de Navarra que establece el procedimiento y la conjunción de los criterios prioritarios y complementarios hasta alcanzar la escolarización del alumnado (Decreto Foral 31/2007, de 2 de abril, por el que se regula la admisión del alumnado en los centros públicos y privados concertados de la Comunidad Foral de Navarra que imparten enseñanzas no universitarias).
2.-Este procedimiento de escolarización solamente regula las actuaciones necesarias y la aportación de los documentos necesarios por parte de las familias y de los centros educativos en representación del Departamento de Educación, hasta alcanzar el fin último de la asignación de plazas educativas al alumnado implicado en este proceso. Pero esta regulación no contempla la imposición de penalizaciones por errores o irregularidades en la tramitación o presentación de las solicitudes.
La aplicación de una consecuencia de carácter sancionador como la que se pretende requiere de su previa regulación normativa.
Este principio vinculado al de legalidad, impide utilizar formulas tipificadoras vagas o de una gran amplitud o indeterminación. Las conductas sancionables deben estar exactamente delimitadas, descritas, lo que también aporta un valor de seguridad jurídica que los ciudadanos puedan predecir las consecuencias de sus actos.
3.-En consecuencia con todo lo anterior, la aplicación de una medida sancionadora (exclusión de la convocatoria) determina la regulación previa por una norma, circunstancia que no se produce en la regulación del procedimiento de referencia. Y además, la medida sancionadora produciría sus efectos penalizadores no en el sujeto que la produce sino en el propio alumnado para el que se solicita la escolarización en el centro escolar, del que no podemos olvidar que en este caso se trata de un menor de tres años.
4.-Tampoco podemos olvidar, que la imposición de una medida sancionadora determina un procedimiento contradictorio, en el que debe quedar manifiestamente comprobado que el error o la irregularidad se ha producido con dolo o mala fe del actuante, y no por una mera equivocación en la presentación de la documentación exigida, documentación a presentar, que como toda exigencia administrativa que se configura como una carga para los administrados, dispone de un medio de adecuación de la misma previsto en la norma como es el procedimiento de subsanación de errores en la presentación de instancias ante la Administración Pública.
5.-Por lo tanto, lo que se acordó por parte del Departamento de Educación fue la no contabilización de los puntos en el proceso de valoración de los criterios de escolarización, en los que se habían producido errores o irregularidades en la aportación de las documentaciones requeridas.
6.-En lo que se refiere al punto f), una vez que el Departamento de Educación tuvo información sobre la situación planteada, se procedió a la revisión de los datos aportados por la totalidad de las familias solicitantes de escolarización en el centro escolar de referencia, constatando que eran correctas excepto en los casos que han dado lugar a este informe. En lo que afecta al control de la veracidad de la información sobre el lugar de residencia del alumnado, la exigencia del certificado de empadronamiento por parte del Ayuntamiento de su residencia habitual, determina la validez de la información proporcionada por dicho documento oficial, siendo responsabilidad de la Administración Local el control y validez de la información y de los datos que incorporan a dicho certificado”
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